
Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires
Fuero COlltellcioso Adminisrrativo)' 'fributario

SllVANA M. PASTORE
Prosecre.taria Letrada de Cámara

"201'; .. Iiin d" los 1<'I{'os IIIX<'II/iIlU.\"

Cámara de Apdadones - Sala 1

En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a los { días del mes junio de dos mil

catorce, se reúnen en Acuerdo los Señores ./ueces de la Sal<l 1 de la Cúrnara de

Apelaciones en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de

Buenos Aires p<lra conocer en el recurso interpuesto a fs. 697/718 contra la sentcnci<l de
r

1:5.629/639, en los autos "URBANA 21 SA contra G/\CI3/\ sobre IMPU<1jN!\CION DL
I

ACTO ADMINISTRATIVOS (/\RT 277 CCAYf)" EXi> 13606 / O" Y habiéndose

practicado el sorteo pertinente resulta que debe observarse el siguiente órden: Mariana

Díaz, Carlos F. Balbín y Fabiana \-1. Sehafrik de Nui'iez, resolviendo plahtcar y votar la

siguiente cuestión: ¿es justa la resolución apelada?

A la cuestión planteada, la .1ucza Mariana Díaz dijo:

1.- La parte aetora, a través de Gustavo LLambías en su carócter de presidente del

directorio y representante legal de Urbana 21 SA, promueve demanda contra el

Gobierno ele la Ciudad de Buenos Aires, a fin ele que se declare la nulidad de I,\s

Resoluciones N° 127-SPU-99 (mediante la cual se dispuso suspcnder los ei'ce\us del

registro dc los planos de obra y de cualquier otro acto que permitiese la de!llolición o

ejecución de las obras en el inmueble sito en la calle Macedonio Fernúndel. 5790-cn el

Barrio Comelio Saaveelra de esta ciuelael-) y N° 212-SGyCC-2003 (por la que se

resolvió revocar el registro de planos efectuado en junio de 1999 atento a un supuesto

desistimiento ele su representada): se reconozca su derecho a ejecular la obra

proyectada por la empresa conforme fue registrada en junio de 1(~99 y se declare

inaplicable la Ley 261 a los planos de obra nueva registracios con anterioriciad él la

sanción de esa norma. Además, la demanda también pretende el reconocimiento ele la

responsabilidad que, según el accionante, le cabría al C;CB/\ por el obrar ilegítimo, alin

de que se lo condene al pago en concepto de daños y pel:iuicios ¡ dc la suma ele

$2.940.561,28 con más intereses (fs. 1/36).



11.- A fS.69/92 el CeBA contesta demanda. Allí, realiza las negativas de rigor.

Seguidamente, da su versión de los hechos a los que cabe remitir en honor a la

breved¿l(1. Solicita el rechazo de la demanda, manifiesta que no corrcsponde indemnizar

los dallos reclamados por no existir, entre ellos y el accionar de la administración, la

relación causal necesaria pma conligurara su responsabilidad. Sostiene que no existió de

su parte omisión alguna que sustente la falta de servicio que pretende endilgarle la

actora. ya que cumplió con su obligación al detectarse la adulteración del instrumento

público: plano índice. Niega que la suspensión decretada lo haya sido sine die y que

generada una causa penal, con motivo de la adulteración mencionada, el tiempo que

c1enwnde su susUlI1ciación dependa de su voluntad ya que no puede manejar los plazos

¡:)I'()Cl'sales.

111.- A rs. 176/220 sc presenta la Asociación Vecinal Barrio Cornelio Saavedra y

solicita su intervención en el pleito en los términos del art. 84 y ss. del CCAyT', petición

que es acogida I;lvorablemente en la resolución de fs. 406/407.

IV.- A rs. 629/639 se dicta sentencia. Luego de un exhaustivo anúlisis de las

const<lncias allegadas a la causa, la a quo admitió parcialmente la demanda, declaró la

nulidad de la resolución N° 212/SGyCC103 y rechazó el resto de las cuestiones

incoadas. Distribuyó las costas en un 90(% a cargo de la aclora y un 1m,-;) a la demandada

CI1 los tél'lllinos del artículo 62 del CCAyT.

Respecto de la resolución N° 127, la sentenciante de grado sostuvo, en ajustada

síntesis, que resultó plenamente vúlida, ya que no podía desconocerse la l~lcultad del

Sccrel¿lrio de Planearniento Urbano para suspender los efectos del registro de los planos

de obra cuando, conforme surge de los antecedentes resellados, razones de interés

público lo justilicab,ln. Sostuvo que en sus considerandos se hizo mérito ele todo lo

sucedido, destacó que no surgía de los antecedentes las razones por las cuales se habían

cl'ectuat!o correcciones en el plano índice original, ni se había registrado anotación

mmginai que documentara el hecho, así como tampoco había existido acto

administrativo que dispusiera las modificaciones, ni se advertía el significado de las

líncas cOllsignacias en el plano índice original que habían sido borradas. Mencionó que
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el sumal'lo nO 343/99 y la causa iniciada con motivo de la denuncia elCcluada en sede

penal, estaban en pleno trúmite. Y que por aplicación del arl. 12 de la Ley de

Procedimientos Administrativos de la Ciudad de Buenos Aires. se ordenó la suspensión

provisional hasta tanto se determinara lél validez legal elel trúmite realizado y ele 1,1

documentación que le sirviera de fundamento.

Seílaló que tampoco se trató de una suspensión "sine dic" sido sujet,l ,1 1,1

determinación de la validez legal del trúmite realizado y de la docul11chtación que le

si rv iera de fundamento. en el marco de las investigaci ones a real i¡.,IrSe en las

actuaciones penal y administrativa. Agregó que. 111(1S allú de que luego se halla

decretado el sobreseimiento de los procesados en la causa penal' ..... existieron

circunstancias de una entidad tal que ameritaban una investigación y que por su

naturaleza j usti licaban la suspensión dispuesta en sede adm ¡ni strat iva ... "'.

Luego se relirió al registro ele los planos de obra nueva. Enten¿lió que el solo
I

registro de los planos de obra nueva no tiene el alcance que pretende la i)élI'te~analizó el

curso de los trúmites según el Código de Edilicación -- Sección 11.1. ,Ir!. 2.1.3.7 Y

Sección 111.arl. 3.1.1.1 y 3.1.1.2- Y sei'jaló que cl texto de las normas:resultél claro en

cuanto a quc, en un primer paso. la autoridad administrativn se limilél a registr,u' la
,

documentación presentada previa constatación de la existcncia dc todos: los documcntos

requeridos, pero no los analiza ni se expide sobre su contenido. De mél'ncra que no hay

"él priori" una decisión de la adlninistración en el sentido de si el proYlxto se éldecua o

no correctamente a las normas. F~sta cs Ulla responsabilidad que deben asulnir cl

propietario del predio y el prolesional lirmante de la solicitud. I)estata que si bien la

administración intimó a la actora a presentar una memoria descriptiv<l que permitiera

establecer si la tipología edilicia se ajustaba a lo previsto por el ,Ir!. 5.4 ..\.3 __ o

disposición N° 925/99-, las circunstancias que dieron lugar al elicta(h~ ele la resolución

en crisis obstaron a que la autoridad administrativa Ilegan1 a pronuhciarse en forma

definitiva sobre la cucstión. de manera que no puede considerarse que existiera Ull

derecho perlCcto en cabeza de la sociedad aclora. Finalmehte resll~lve dcsestimar lél

pretendida ilegitimidad quc daría sustento a la mIlidad alegada.



Ln lo rclCrido a la deel,nación de nulidad de la Resolución n" 212-SGyCC-20OJ

por la cual se revocó el registro de planos efectuado el 2 de junio de 1999, explicó que

luego de que se dispusiera la suspensión elel registro de planos IT\ecliante la resolución n"

127 y cn [(lI1to tramitab,lI1 la causa penal y el sumario administrativo referidos, la actora

y la Asociación Vecinal Barrio Cornelio Sanvedra celebraron un acuerdo --04/05/00-

cn "irtud del cual la sociedad asumía el compromiso de realizar, en la fracción ele

[erreno de su propiedad, el Proyecto de Obra en las condiciones que 1iguraban y se

espccilicalxlIl en el ancxo y que la vigencia y validez del acuerdo se encontraba sujeta,

en lo que ,lquí interesa, a que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires apl'Obara antes

del) 1.05.2000 la modilic8ción del plano registrado y visado, y el plano de demolición

l)I"csentmlo por Urbana 21 ante la DGFOC cn el mes de junio de 1999. En ese contexto

la actora asumía que no podría iniciar los trabajos de demolición hasta tanto no se

aprobm,\ la ll10di licación e1el plano registrado. Luego de la intervención de distintas

úreas dc la administración expidiéndose en sentido ülVorable a la registración dc los

nuevos planos, el ().10.2001 la Procuración emitió el Dictamen nO 3396 por el cual

concluyó quc la registraeión procedería en tanto los planos se adecuaran a la normativa

lécnic,\ aplicable, debicndo la empresa aclora solicitar la revocación del registro de

planos oportun,lmenlc efectuada. El 10.04.2003 Y sin que hasta ese momento se hubiese

procedido al registro de los planos modificatorios, la Secretaría de (;obierno y Control

COl11un,l! dicta la Resolución n° 212 por la cual revocó el registro de los planos

cl"eeluado con ¡'ccha 2,06.99. Luego de toda la reseña, concluyó que la sociedad

e:\presamenle había condicionado su voluntad de desistir del registro original de

planos, al hecho de que ci'cclivamente se registraran los planos modilicatorios. La

reso luc ión impugnada h izo mérito de I desisti m ¡ento de la em presa, pero si n hacerse

cmgo de quc el mismo estaba sujeto a una condición no cumplida, en dicho marco no

puede otorgarse a la intención de la sociedad actora otro alcanee mús que el que surge

de su propia mani !Cstación de voluntad. ¡:,'inalmente sostuvo que, la resolución N° 212,

cst,lba viciada en uno de sus elementos esenciales, en tanto no resultan ciertos los

hechos que le sirvieron de causa, y declara su nulidad en los términos de los mts. 14 y

17 del Decreto ¡SJO.
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Por último, se expide en relación con el planteo de la ac[ora referido a

inaplicabilidad de la ley n° 261, la cual desafectó de sus respectivos distritos de

zonilicación del Código de Planeamiento Urbano al polígono delimitado por las calles
\

Crisólogo Larralde, Andonacgui, Rogelio Yrrurtia y Aizpurua, afectúnc\olo al dislrito de

zonilicación U36 Barrio Cornelio Saavedra, por lo que en tales condiciones 1(1

construcción perseguida sólo podría ser autorizada en tanto se ajustara a la nUCVd

zonificación. Ello así, entendió que no existía respecto de los planos origindles und

relación jurídica consolidada, no podría por tanto invocarse la afectación de un derecho

delinitivamente adquirido. Consideró que con.la nueva zonilicación se ha prioril.ado el

interés general de un sector de la población de la Ciudad de Buenos Aires frente di

interés particular y que las normas urbanísticas son ele aplicación inmediata y la

propiedad privada debe ceder ante los fines públicos perseguidos por sstas~ concluyó

que no estando discutido que el plano original no se adecua d Id nucva zoni liC<lción,

reconocer que la actora pueda llevar a cabo la obra conforme fue registrada, importaríd
,

ir contra la normativa urbanística vigente, por lo que declara il;nprocecknle la

pretensión.

En cuanto a la pretensión indemnizatoria que la actorasuslenta en la

responsabilidad que le cabría a la demandada por su obrar ilícito o irregular. que sc

habría conJigurado con el dictado de las Resoluciones nO 127 y n" 212, señaló que

ninguna conduela antijurídica cabe atribuirle a la autoridad estalal, y por endc cl

reclamo resarcitorio se torna improcedente. Respecto de la resolución: N° 212, explicó

que si bien se reconoce su ilegitimidad, no se advierte el perjuicio que ella podría haber

provocado en la esfera de derechos de la empresa aelora, en la medida que la suspensión

del registro ele planos seguía vigente, por efecto de la Resolución n" 127, al momento

en que se moddicó la zonificación del predio por imperio de la ley 2ó'Ilo quc obstabél.

de modo autónomo, llevar a cabo el em prend imiento inmobil ¡ario en .iuego.

V.- A fs. 646 apela la parte aelora. A fs. 655/659 se presenta y requiere las

suspensión de la tramitación. Señala que ya no se encuentra en condici,oncs de "ejecutar

la obra conforme fue registrad(l", y que el directorio de la empresa decidió (1) demoler la



construcción exislente, b) requerir al CeBA una subdivisión parcelaria del inlTlueblc en

una cierta cantidad de lotes conforlTle permita la normativa vigente y e) transferir dichos

lotcs a terceros. Aclara que la demolición requerida para llevar adelante la división

parcelaria no puedc considerarse alcanzada por la prohibición dispuesta en el artículo III

ele la resolución N" 127/99 por lo que no corresponde aguardar el resultado del pleito

para llevarla acabo. Y agrega que su decisión es consecuencia de la conducta seguida

por cl CC13A y por endc no implica una renuncia al rcclaillo original de los daños y

pcrjuicios. Destaca quc 1,1única pretensión que se torna abstracta sería la declaración del

derecho de cjccular la obra conlcml1e fue registrada. Pide que la prcsenl<lción sea

encu,1c!rad,1 como hecho nuevo en los términos del ar!. 231 inc 4 del CCAyT.

A l"s.666/670 la Asociación Vecinal se presenta y presta su consentimiento a la

petición l"ormulada por la adora sujeta al cumplimiento de reunir los requisitos que la

ley establece, para la aprobación del correspondiente plano de demolición de la

construcción existente y así poder avanzar con la totalidad del emprendimiento ya

inici,ldo por Urbana 21 SAo

A Is. 672 contesta el CjCBA y solicita se desestime el planteo por improcedente,

destaca que la actora pretendc introducir como hecho nuevo una presunta decisión

empresarial. Sostiene que resulta inadmisible alegar un hecho nuevo para invocar una

causa nueva quc no ha sido incluida en la litis. Concluye que el planteo impetrado

constituye un exceso que bajo la apariencia de un desistimiento ele la pretensión original

en realidad busca alterar el objeto de la litis.

¡:in,limente a fs. 694 esta Sala reanuda los plazos oportunamente suspendidos -

vgr. 1:". 663 punto 111- Y resuelve tener presente las manifestaciones vertidas por las

p,lrll's para su oportunidad.

V 1.- A fs. 697/718 la actora expresó agravios, los que fueron contestados por el

CCBA a IS.734/757.

[1 recurrente señaló que la registración de planos elel día 2/06/99 bajo el concepto

ele "permiso de obra", constituye un acto administrativo firme y consentido que generó

derechos subjetivos en su favor y, en esa línea, destacó que no pudo ser revocado nI

suspendido vúlidamente en sede administrativa.
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Por otra parte, sostuvo que la suspensión determinada por la resolución N(1

127/SPU/1999 debió ser interpretada como "sine dic", y no corno entendió la él quo

sujeta a la terminación de los procedimientos penal y sumarial.

Ademüs, sefíaló que el otorgamiento del permiso resulta constitutivo de derechos
I

de conJormidad eon las normas vigentes al momento de su otorgarnientr(.l, y que. ,1Llll

antes delinalizados el procedimiento penal y el sumario administrativo. I:ls dudas en

torno a las modilicaciones en el plano índice original resultaron disipadas /)01' el informe

producido POI' la DEGFOC con fecha 13/07/99 (fs. 236 expediente 24,6j7N9). I~uego.

indicó que la sentencia no explica cómo es que concretamente aICctaron el registro i) las

supuestas alteraciones de las planchetas catastrales correspondientes r al predio en

cuestión, ii) la pretendida alteración de sus dimensiones efectuada por la Directora de lé\

obra a efectuarse en el lugar, iii) la posible descripción de la topologíél rde edi Ilcacit'l11

elegida y atribuida para la obra que no se ajustaría a lo previsto en el CPU, iv) la

presencIa de borrados determinados en la pericia llevada a cabo por Cendmmcría

Nacional. Concluyó que, según las probanzas de autos. los antecedentes (Iue justiliC<lron

la suspensión se revelaron falsos y carentes de incidencia en la ,lprobación del

proyecto.

Destacó que al momento del dictado dc la ley N° 261 existía una relación jurídica

perfectmnente "consolidada" y que esa norma no puclo proyectar elCctos retroactivos

sobre los planos registrados. Señaló que, si bien es cierto que nadie titile un derecilo

adquirido al mantenimiento de las leyes o reglamentos, lo que se trata de desentrailar en

autos, es si dicha ley tuvo efectos retroactivos sobre el plano registrado. Entendió que la

ley no dispuso su aplicación retroactiva rli existió acto alguno que dispusicrél el

"desregistro" o "revocación" del plano dc la empresa actora. Indicó qLl~ de entell(\crsc

que dicha ley no habilitaba la construcción de lé1 obra. se podría h,~lber tomado lél

decisión de "desregistro" o revocación mucho antes.

Finalmente, se rcJirió a la nulidad de la resolución N° 212-SCjyCC-2003.

declarada en la scntencia atacada, y afirmó que dicha decisión "mantien,e" el registl'O dc

los planos oportunamente presentados, pero que no puede ejecutarse pOI¡Lel dictado ele 1<1

ley 261. Esgrime que no basta con atinnar que la norma haya prioriz,ldo el interés



general de un sector de la población de la ciudad de Buenos Aires frente a un interés

particular, puesto que ello podría predicarse respecto de cualquier modilicación del

CPU, salvo en aquellos permisos concedidos cuando fueron concluidos bajo el imperio

de una norm,1 y la reforma posterior no puede ser, en principio, de aplicación

relro(lctiva.

I:~nsu memorial, la parle actora, concluyó que si la ley 261 no podía entenderse

con decto retroactivos, entonces la actividad del estado resulta ilegítima,

comprendiendo en consecuencia, una reparación integral. Asimismo criticó el decisorio

porque no contempla subsidiariamente un supuesto de responsabilidad por actividad

lícita bajo el principio iura novit curia toda vez que el propio CeBA encuadró su

conducta bajo un supuesto de actividad lícita lo que evidencia que la cuestión habría

sido objeto de debate.

V 11.- Dicho todo lo anterior, corresponde entonces introducirse en el tratamiento

de los respectivos agravios. [n primer lugar, el actor sostiene que el acto de registración

-"permiso de obra"-, constituye un acto administrativolirme y consentido, que

gel1C1'ódCl'echos subjetivos en su favor, y que, en consecuencia, no podría ser revocado

ni suspendido por la autoridad administrativa.

1;:110 así, resulta pertinente analizar cuál es el efecto que debe reconocerse al

registro de un plano de obra nueva. En este sentido, el Código de Edilicación, en la

Sección Segunda 2.1, De las tramitaciones, en el arl. 2.1.3.7 señala que "El permiso de

obra y/o trabajos queda concedido y autorizada la iniciación bajo exclusiva

responsabilidad del proksional interviniente, con la entrega al interesado de los

documentos mencionados en 'Entrega de documentos de Obra y de Aviso de Obra', en

los que se colocará un sello con la palabra 'registrado' y firmado por el funcionario

responsable. Ante la presentación de la documentación exigida para la ejecución de

obrds que requieren permiso, se expedinín inmediatamente y en un mismo acto, el

nLJmero de expediente y la registración, postergando cualquier an,ílisis sobre aquella

documentación para la etapa siguiente deliscalización, basada en la responsabilidad

prof'esional" (texto con la incorporación dispuesta por el arl. 86 de la ley nO24.441, 130.

I (d) 1.()S).
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El régimcn en cuestión, conforme surge de la transcripción anterior. establece que

el permiso de obra nueva queda concedido, y autorizacia la iniciación de los trabajos.

luego de que el solicitante presenta la doculllcntación requerida. paga los derechos

respectivos, obtiene la registración y la devolución ele la documentación Inecesmia para

la obra, cuya ejecución queda bajo la exclusiva responsabilidad del prolCsional

in te rv ¡ni e n te.

El permiso, conforme la normativa en juego, no ostenta cmúcter precario leL csta

Sala en en "l3iestarc SA el GeBA si daños y pCljuicios (excepto resp. médica)'" cxp-

2S3StI del 16/05/2012]. La Illodalidad ele concesión de permisos C0l110 el que nos ocupa

implica que una vez devuelta la doculllentación de la obra. en función de su registración

y del pago de los derechos respectivos, queda conrerido el derecho a ejecutar los

trabajos comprendidos en el permiso solicitado que se ajustcn a las disposiciones legales

aplicables según las características de la obra. Mientras se cumpltt la condición

enunciada en úlli 1110térm ino, el derecho conferido se incorpora al pal ri lllon io COl1las

características de la propiedad.

I::n cambio, el sistema de permIsos bajo estudio excluye de ese úmbito de

protección a cualquier trabajo o modalidad de ejecución que se aparlc tanto de b

documentación prescntada, así como de las normas de edilicaeión y plnnteall1iento

urbano aplicables. Los comportall1ientos que contravengan tales disposiciones

comprometen la responsabilidad del profesional interviniente y quedan sujetos a las

potestades de iiscalización de la autoridad de aplicnción sin que. obviamente, el permiso

ya otorgado pueda invocarse ni para impedir el control ni alin ele convalidar 1,1

transgresión de las regulaciones edilicias. Es decir que los erectos de laconccsión ele un

permiso sólo amparan las obras que cumplen los requisitos legales propios de la

construcción en juego, oportunamcnte declarados y registrados. Por t,l11to. qUien

pretenda beneficiarse con los efectos de un permiso e1cbc mostrar que I<ls oixas

registradas se ajustan a la normativa aplicable.

Establecido lo anterior, asiste razón al accionante en cuanto al alcance que la

legislación aplicable atribuye a los permisos sin que ello. conforme 'se verú. permit,l

sostener autom<lticamente que la rcsolución N° 127-SPU-99 resulta ilcgítíma.



VIII.- Ln erecto, resta establecer si acorde con las preVISIones del Código de

F:diliCélción la Administración pudo, válidamente, disponer la suspensión del permiso

concedido tal como surge de la resolución N° 127-SPU-99.

La actor8 adu.io que la administT8ción carecía de hlcultades para suspender los

eleelos del acto de registración de los planos de obra nueva, y sostuvo que si bien el ar1.

12 dcl decreto N° 1510/97 autoriza a suspender los efectos del acto administrativo ello

no scrí,l posiblc, en los términos del artículo 17, en la medida en que la revocación no es

admisible cuando, como en cl caso, el aelo generó derechos sub.ietivos que se estén

cumpliendo.

Si bicn el 2/06/0() la empresa actora registró los planos y le fue concedido el

permiso de obra, no es menos cierto que dicho reconocimiento según quedó explicado,

no c:;ime de lils consecuencias generadas por las eventuales trasgresiones que se

hubieran podido verificar en la etapa de liscalización.

bl tal sentido, el Código de Edilicación (en adelante CE) regula la "inspección de

las obras" y expresamente prevé que se "suspenderá toda obra o parte de ella, que se

ejecute sin permiso o que teniéndolo no se realice de acuerdo con el mismo y las

disposiciones en vigencia" (Sección 11, ar1. 2.2.5.1). A su vez, la paralización de la obra

también está prevista, entre otros supuestos, "Ip]or presentar declaraciones .iuradas,

planos y/o documentación tergiversando, üllseando u omitiendo hechos" (cu1. 2.4.5).

Finalmente, tnmbién está contemplado que cuando "se compruebe que una obra en

ejecución no St~ ajusta al proyecto cuyo permiso fuera concedido, o presentn nuevos

trabajos al margen del mismo, se intiman1 a los responsables a no avanzar con la

rea I i¡.,lCión de otras tareas, hasta qUt no se efectúen las perti nentes correce iones o se

obtenga un nuevo permiso// El no acatamiento dará lugar ( ... ) a la paralización de la

obra" (Sección 111.arl. 3.1.1.3).

La resolución N"127-SPU-99, al disponer la suspensión, destacó que no surgía de

antecedente alguno las razones por las cuales se habían efectuado correcciones en el

plano índice original, ni se había registrado anotación marginal que documentara el

hecho, tampoco había existido acto administrativo que dispusiera las modilicaciones; ni

se advertía el signi licado de las líneas consignadas en el plano índice original que
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habían sido borradas (rs. 821,5° cucrpo expte N°43404/(9). A su turno. ,ti ordenarse la

sustanciación del sumario para investigar las mencionadas anomalías se sci'íaló que la

disposición 309GCiFOC-98 habia lIjado nuevos valores de índole constructiva par,\ el

predio comprometido y que los antecedentes catastrales anteriores y posteriores ,11

cambio de capacidad constructiva prcsentaban "dilerencias y ,ldullcr;.lcioncs"' (v.

resolución 560-PG-99, fs. 261 del expte. 43404/(9).

Ello así, la argumentación de la accionante pierde sustento por cuanto los

elementos de prueba obrantes en autos acreditan que el plano índicc rcgistraba

"borrados por acción abrasiva sin poder restablecerse en dichas zonas los car,lCtcrcs

primigenios" (prueba scopometrica -Dirección de policía Cientíllca- 1's.339/344). Al

momento en que se dictó la resolución impugnada, adcmós, en la actuación 43.404/99 cl

presidente de la comisión de Planeamiento Urbano de la Legislatura habíb sostenido que

"la plancheta original de la parcela mucstra clara adulteración como consecuencia del

borramiento de líneas" (fs. 207/211, EA 43.404/(9). A su turno, en el lrúmite de la

causa penal, elllscal actuante imputó a la Directora de la Obra por alteración de las

dimensiones del predio tanto en el eertiLlcado timbrado como en el plano de demolición

(rs. 265/266 de In causa penal n° 66081/(9)

Es decir que frente él la existencia ele elementos que ponían en duela la

autenticidad de la docunlentación con apoyo en la cual se había registrado el permiso. la

Administración, en ejercicio de las atribuciones previstas en el CE ya citadas. luego ele

recabar in formes internos que no identi Ilcaron "sobre la base dc qué norma o

circunstancia fueron realizadas" las moclillcaciones cuestionadas, ordenó la instrucción

ele un sumario y la suspensión para proseguir con la investigación pertinente (v. inlórmc

DEGFOC del 13/07/99 a fs. 236/237 y 261/261 del EA 43.404/99).

A lo anterior se suma que, la validez de la suspensión impugnada, no puede

valorarse a la luz del resultado ¡inal de la actuación penal y el sumari~) administrativo.

En realidad, sólo luego de la sustanciación de la investigación criminal y la producción

de prueba, all í ordenada, quedó acreel itado que e lecti vamcnte ex is\ ían c<:Imbios no

juslillcados en el plano índice, aunque ellos no tenían signilicaciónjuríclica clominial ni



permitían alterar la capacidad constructiva de la parcela (1's. 1004/1 008 Y 1124/1126 del

expte 43.404/(9).

Fin,llmcnte, a di ferencia ele lo sostenido por la parte actora, la suspensión no tuvo

c lceto si l1e die pues COI1forme las constancias incorporadas a esta causa surge que el

pcrmiso fue registrado el 2/6/99 y suspendido el 13/9/99 para, en delinitiva, quedar

frustr<lda toda posibilidad de ejecutar la obra proyectada -conforme fue correctamente

seilaLldo en la scntencia ataeada- a partir de la vigencia dc la ley 261 sancionada el

7/1 O/()(). Así entonces, los efectos de la suspensión impugnada no llegaron a durar más

dc dos mescs, tiempo que transcurrió entre la emisión de la resolución 127-SPU-99 y la

cntr;lda en vigencia ele la ley 261 (BOCBA N° 824 del 22/11/19(9). A este respecto, el

cambio de 'I.onilicación dispucsto por la refcrida ley rompió el nexo de causalidad entre

la suspensión impugnada y los daños que la accionante reclamó en autos con apoyo en

1<1 inv<llidcl. de la mentada suspensión.

[n suma, los agravios ele la parte actora no logran demostrar los vicios imputados

a la res N"127-SPU-99 en tanto, por un lado, la suspensión allí decretada encuentra

respaldo en potestades expresas delisealización (arts. 2.2.5.1; 2.4.5 y 3.1.1.3 del CE).

Por otro, ellos lampoco acreditan que la potestad para suspender prevista por el CE, en

su carúcler de norma especial, hubiera sido ejercida de un modo incompatible con las

previsiones generales de la LPACABA (mts. 12, 17 Y 18) que el recurrente invoca. A

ese respecto, coincido con la Sra. Fiscal de Cúmara en cuanto concluyó que " ... si bien

las irregularidades cmecieron de 'significación jurídica', su existencia ratilica la

justilicación de la suspensión .. ." (cl1'. fs. 763/767). Además, conforme fue explicado,

Illientrds el permiso estaba legítimamente suspendido, y nntes ele que transcurrieran dos

meses desde la paralización decretada, entró en vigencia una nueva zonilicación

incompalible con las características de la obra originalmente proyectada por la

recurrente sin que, por tanto, los daños reclamados puedan estimarse causndos por la

suspensión impugnada.

A lo expuesto se elebe ailadir que a esa época existía una medida cautelar de no

innovm decretada por un juez civil en relación a las obras a realizarse en el inmueble de

marras (v. fs. 291/293 del expediente 69.875/1999 reservado en Secretaría).
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Por todo lo expuesto, cabe concluir que en función ele las particularidades dcl caso

y la prueba colectada, la suspensión dispuesta por la resolución impugnada, no

coniiguró un obrar ilegítimo ele la administración.

IX.- A esta altura, resulta pertinente analizar qué electos tuvo la ley 261 con

relación a los planos de obra nueva registrados el 2/6/<)9 así como qué consccuenci<IS

proyecta respecto ele la indemnización reclamada.

La mentada ley, sancionada el 7/10/99 (130CI3A N° X24 del 22/11/19()<)).

desaicctó de sus respectivos registros de zoniiicación en el Código de Planccllniento

Urbano al polígono delimitado por las calles Crisólogo Larralcle, Andoni1egui. Rogclio

Yrurtia y Aizpurua y lo catalogó corno distrito de zonif-icación U36 I)arrio Cornelio

Saavedra.

El cambio, tuvo origen en los reclamos efectuados por la Asociadón Vecinal del
I

Barrio Cornelio Saavedra, quienes se oponían a la ejecución ele la obra ¡Slancaela por la

aquí actora, con el aiYlll ele proteger las condiciones edilicias y arquitectónicas de la

zona. Ellos. sostenían que la obra proyectada originalmente por la aclora contravenid

las disposiciones del Código de Planeamiento Urbano y alterab,l notoriamente el

carúcter y funcionalidad del barrio (fs. 408,409,410/11 EA 43404/(9).

Tal como indicó el pronunciamiento atacado, el verdadero motivó que rrllstró la

l~jecución del permiso de obra obtenido el 2/6/99 -suspendido por la res N" 127-SPU-

99- fue el cambio de zonificación. Así entonces, pese a que la accionantc tenía plcno

conocimiento del cambio normativo y sus consecuencias intentó consensuar con los

vecinos un nuevo proyecto y condicionar su aprobación por pmte de la Administración.

Lllo sin que a lo largo del pleito se brindara explicación alguna en relaci.ón con cl modo

de compatibilizar tal actitud y las previsiones del mI. 2.1.5.1 del CE que no contempl,l

los condicionamientos aludidos.

En efecto, la Asociación Vecinal y la empresa Urbana 21 arriharón a un acuerdo

sobre nuevos planos de obra con las modilicaciones acordadas entre las! partcs y sujctas

a ciertas condiciones. Dicho acuerdo fue celebrado con lecha 04/0S/()O. es decir con
I

holgada posterioridad a la entrada en vigencia de la ley en amílisis --crl.< 1's.346/4X exp.



,Iclm N"4].404---. 1~:1derrotero seguido alln de ejecutar el nuevo proyecto prosiguió con

diversas presentaciones y recursos administrativos destinados a lograr, de modo

sil1lullÚneo, la aprobación del nuevo proyecto y el desistimiento del original

proiongélndose el trúmite hasta linales del año 2004. Dentro de ese marco se dicta la

resolución 212-SGyCC-03, cuya relación causal con los daños reclamados fue

descartada en primcra instancia sin que los agravios esgrimidos por el recurrente

permitan desvirtum, en relación con la reparación pretendida, los fundamentos ciados en

el decisorio ,¡tacado (Is. (29/639).

Aunque la rccurrente postula que el transcurso de tiempo, provocado por el obrar

ilegítimo de la demandada, ocasionó la imposibilidad de ejecutar los proyectos de obra

en .luego y, consecuentemente, los dai"íos reclamados, las constancias probatorias no

permilen tencr por acreditados los extremos invocados. En efecto, el Sr. perito

,m¡uiteclo al dictaminar en autos indicó que la ley N°261 cambió la zoniJlcación E 3 por

LJ 3ó que súlo permite la construcción de una unidad por lote (vivienda uniü1miliar). El

expcrto. sdialó entonces, que el acuerdo de la empresa Urbana SA con la Asociación

Vecinal, celebrado en mayo de 2000, contempló la construcción de 22 viviendas,

resucitas cada una de ellas en dos o tres niveles y dijo" ... entiendo que surge de una

negociación con la Asociación Vecinal y no en cumplimiento de la nueV8 zonificación

U36, por lo tanto el nuevo proyecto no se encuadra dentro de la zoniLicación U36 ... ".

La apreciación técnica ¡'ue concluyente al momento de valorar la compatibilidad del

proyecto con los términos de la ley 261 sin que, luego, la evaluación de lo proyectado

en función de la "temútica actual de la vivienda" pueda restarle valor al juicio técnico

qucjustilicó la intervención del experto en autos (1's. 602/(03).

1~1I0así, la parte actorano ha logrado probar que el transcurso del tiempo y la

imposibilidad de lograr la aprobación de los planos acordados con los vecinos sean

imputahles a actos ilegítimos del demandado. Nótese que los acuerdos por sí no podían

supi<lnlar ni resultar vinculanlcs para la Administración.

De lo dieho se cksprende que los daños por los que la adora busca reparación no

provit~nen, como esa parte sostiene, de un ejercicio ilegítimo de potestades

administraliv,ls sino, eventualmente, de las consecuencias derivadas de un acto

legislativo sancionado a poco tiempo de suspendido el permiso 81 que se sumaron una
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cantidad de presentaciones y recursos mediante los cuales, por más de cinco ai1os, la

actara intentó lograr la aprobación de una obra según planos consensuados con los

vecinos del barrio que nunca obtuvieron registración de conl'ormidad con 1<1

zonificación U36 del predio, sin que la recurrente hubiera logrado demostrar que esa

situación deba reputarse ilegítima.

X.- En relación con los posibles daños originados ante la mocli ficación dispucsta

por la ley 261, la sentencia de primera instancia sostuvo que " ... en la mcdicl<l en que la

actma no ha sustentado su pretensión resarcitoria en el accionar lícito del estado, el

reel(lmo deviene improcedente ... " (I's. 639).

Al expresar agravios la aecionante señaló que ' .... en su demanda realiló un

detallado relato de los antecedentes, expresamenle señaló las dos posibilidades ele

encuadramiento de la responsabilidad estatcll, y si bien optó por una ( ... ) la posibilidad

subsidiaria de condena bajo un supuesto de responsabilidad por acto lícito resulté]

perfectamente posible bajo el principio iura novit curia ... " (fs. 716 vta/70).

Preliminarmente, corresponde destacar que en ningún momento de la demanda se

['ormuló imputación alguna con sustento en la responsabilidad por actividad lícita. A lo'

largo del pleito tampoco fue motivo de debate cuól sería el alcance atribuible a la

conducta asumida por la adora con posterioridad a la sanción de la ley' 2ó l. La caUS,l

petendi y los argumentos esgrimidos siempre se orientaron a postular la .ilegitimidad de

actos y omisiones de la parte demandada.

En tal contexto, el viraje que ensaya la actora en el memorial de l's. 697/71 g

exigiría analizar ante esta instancia, sin debate previo, presupuestos indispensables para

Ull eventual reconocimiento de daí'íos originados en la responsabilidad del estado por su

actividad legislativa. Abord8r tales cuestiones sin haber escuchado a las parles pondríél

el derecho de defensa de ambos litigantes en riesgo y, ademús, desatcndería el úrnbito

jurisdiccional que las reglas procesales atribuyen a esta Alzada (ar1. 2í7, ine 4'), y 247

del CCAy'I'). Nótese que el GCI3A, al contestar los agravios de' la ,lCcionante,

expresarnenté sostuvo que " ... la adora no ha logrado probar durante el desarrollo del

proceso, que el acto administrativo que intenta atacar, pueda ser declarado judicialmente



invúlido, toda vez que el IllISIllO fue dictado en el marco de un procedimicnto

,ldministrativo llevado cn forma debida ... " (fs. 731). En esa línea, y a diferencia de lo

sostenido por la recurrente, la demandada a lo largo del pleito, postuló la validez de los

actos impugnados pero eso no implica que se haya defendido en torno a un planteo por

rcsponsnbilidad por actividad lícita como el introducido en autos al momento de

presentarse el memorial de fs. 697/718. Dicho de otro modo, argumentar a favor de la

valide/. de los actos impugnados no es igual a sostener que el demandndo resistió total o

parcialmente el progreso de la indemnización requerida con apoyo en las exigencias

propias de los supuestos de responsabilidad del estado por sus actos legislativos. Estc

último aspecto no fue parte del debate desplegado en estas actuaciones.

Dentro de ese marco, la invocación del principio iura novit curia formulada por la

parte rccurrente cn sus agravios se desentiende por completo de las particularidades del

caso. Las posibilidades de aprovechar la facultad de adecuar la calificación jurídica no

alGlI1zan aquellos supuestos en los que el cambio suponga alterar los presupuestos de

procedencia compromctidos por la pretensión o cuando la modiJicación exi.ia interpretar

y valorar cucstiones no incorporadas al debate en desmedro del debido proceso.

A ese respecto, en asuntos análogos en los que se perseguía el reconocimiento de

responsabilidad estatal, la CSJN sostuvo que el poder para modilicar la calil-icación

.iurídica que las partes dan a sus pretensiones cede cuando él "se revela falto de

congruencia con los términos de la demanda, de tal fórma que le.ios ele limitarse a suplir

una omisión dcl litigante, viene a modilicar la acción originalmente planteada". En

especial el alto Tribunal señaló, a fin de negar la posibilidad de introducir recién en

segunda instancia un recl8mo fundado en obligaciones nacidas de la actividad lícita del

cstado, que "cl argumento que utilizó el primer tribunal interviniente para distinguir las

responsabilidades de la demandada ( ... ) no puede considerarse que pudo formar parte

de los términos del recurso ante la Cámara" pues lo contrario implicaría admitir la

introducción del asunto "en una oportunidad impropia para posibilitar la discusión"

suscitando un pronunciamiento en relación con "supuestos derechos no debatidos en

violación a la garantía del art. 18 de la Constitución Nacional" (Fallos 327:2471;

JOO:1015; 313:915 y 330:2(39).
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Bajo una directriz similar el 'rs.I ha destacado quc los diversos supucstos dc

responsabilidad del estado exigen la acreditación dc recaudos diferentes y c<lda uno

requicre probar los que resulten pertinentes para el progreso de la reparac'ión pretendida

(in re "Speroni Santiago contra GCB¡\ sobre queja por recurso de inconptitucionalidad
,

deneg<ldo en: 'Speroni, Santiago cl GCBA sI daños y perjuicios (cxcepto ,resp, médica)"'
i

expte, na 5983/08del 26/03/(9),

A este respecto, entonces, corresponde conclu irq ue 1a pos ibi Iidad dc 1110di licar 1<1

calificación jurídica atribuida a los derechos reclamados en el pleito depcndc de Illostrar
i

que cl debate y la prueba producida resultan suticicntes para resolver, cualquicra sea el

modo elegido para caliJicar las obligaciones en juego, Sin embargo, cn cl supucsto que

nos ocupa nada se ha debatido, por ejemplo, en torno a la relación de dlUsalidad en el

plano de la responsabilidad por actividad legítima (Fallos 312:2022). :al <lleance que

correspondería asignar a la conducta asumida por la accionante luego de sancionada 1,)

ley 261 o respecto a cuáles del total de los rubros reclamados deberían progresar. Todo

ello, impide que sea el tribunal quicn desarrolle todas las posibles argulllcntacioncs

l{¡cticas y normativas disponibles para los interesados alin de seleccio,lar algul1<l entre

ellas alin de zanjar la controversia,

XL- A su turno, los planteos introducidos a fs,655/659, relativos a L1 división

parcelaria del inmueble, así como a la demolición de la construcción e~islente exceden

el úmbito del pleito y comprometen el ejercicio de funciones ajenas a la-iuclicatura cuyo

eventual control exigiría el cumplimiento de recaudos que no pueden tenerse por

satisfechos mediante la presentación aludida.

XIL- En síntesis, a modo ele recapitulación, los l'undamenlos dados en cste

pronunciamiento conducen a sostener que los agravios de la recurrent!e. acorde con la
i

normativa aplicada en función ele los hechos cOlllprobados de esta callsa, no lograron

demostrar la ilegitimidad de la resolución 127-SPU-99, ni la rclaci(1n dc causalidad
I

entre ese acto y la resolución 212-SGyCC-200J con los daños cuyú reparación fue

rcc\(:¡l11ada con sustento en la responsabi I¡dad del demandado por su ,obrar ilícito, así



como que el ,1I1úlisis de una eventual reparación fundada en el obrar lícito del estado a

ré.1ÍZdel camhio normativo dispuesto por la ley 261 excede los términos de este pelito.

El modo en que se resuelve torna innecesario expedirse en torno al resto de las

cuestiones planteadas por la parte actora.

Por todo lo expuesto, voto por rechazar el recurso de apelación, con costas a la

,lCtora por haber resultado sustancialmente vencida (art. 62 del CCAyT).

A la cucstión planteada, el juez Carlos F. Balbín dijo:

1- Comparto el criterio expuesto por mi colega preopinante en sus considerandos 1

a IX y de conformidad con los argumentos desarrollados en mi voto en la causa

--niestarc S.A. el CCBA s/Daños y pel:juicios (excepto resp. médica)" expte. EXP

2535S/O., sentencia del 16.5.2012.

11- Sin embargo, discrepo respecto de lo manifestado en el considerando X.

i) [-:n electo, cierto es que el artículo 269 del CCAyT establece que la demanda

debe contener la pl'tición en términos claros y positivos y que, por su parte, los artículos

145 y 147 del citado Código se5alan que las decisiones de los jueces deben recaer

exclusivamente sobre las pretensiones deducidas por las partes.

AsÍ, el objeto de la demanda constituye un límite de naturaleza adjetiva para el

.¡lICI" quien por aplicación del principio de congruencia no puede fallar sobre capítulos

no propuestos a su conocimiento. Se trata, en palabras de Falcón, de un principio de

evidente raíl, constitucional, puesto que tiende a asegurar la inviolabilidad de la defensa

(Fab'lI1, Enrique M., Código. Procesal Civil y Comercial de la Nación anotado,

concordado y comentado, t. 1, Abcledo-Perrot, Buenos Aires, 1994, p. 155).

Así lo declaró, por otra parte, la Corte en varios precedentes (CS.lN, 13/10/94,

"Concencioca, Juan M, y otros cl Municipalidad de 8uenos Aires", LL, 1995-C-797, s,

n" 1283).
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De todos modos, la aplicación del principio de congruencia no puede derivar en

uil excesivo rigor formal que limite el alcance de la pretensión alterando su sustancia; es

decir, "en determinados supuestos debe admitirse su flcxibilización, bajo determinadas

condiciones, para no atectar otras garantías constitucionales y la Jlnalidad misma e1el

proceso judicial" (De los Santos, Mabel Alicia, "La flexibilizaeión de la congruencia".

en "Cuestiones procesales modernas", Suplemento Esp. La Ley, octubre de 2005, pp.

80-89). En efecto, "la denominada 'llexibilización de la congruencia' procura asegurar

la eficacia del proceso y la vigencia de la garantía de la tutela judicial efectiva en tiempo

úti 1. De todos modos, la potestad j ud icial en cuestión tiene un Iím ite ll1uy prccl so. a

saber, que ello no afecte la garantía constitucional de la defensa ni la igualdad de las

partes en el proceso. En definitiva, lo expuesto no importa sino un intento de

sistematización del ejercicio de una potestad inherente a la actividad judicial, pues son

los jueces quienes deben preservar las garantías elel proceso y aplicar el principio de

razonabilidad en cada una de las decisiones que adopten" (De los Santos, Mabcl Alicia.

op. cit.).

'fambién se ha expresado que "no existirá incongruencia cuando se decida sobre

una pretensión que, aunque no fue formal o expresamente ejercitada, estaba implícita o

era consecuencia inescindible o necesaria de los pedimentos articulados o de la cucstión

principal debatida en el proceso" (Gozaíni, Osvaldo Alfredo, "El principio de

congruencia fi'ente al principio dispositivo", LL, 20/06/2007, p. 1).

ii) Sobre esta base, entiendo que debe analizarse si en el presente caso se ha

planteado y debatido adecuadamente sobre los presupuestos de la responsabilidad elel

btado por su actividad lícita.

iii) A tales Jines, cabe recordar, que la Corte Suprema sostiene que el Estado es

responsable por su actividad lícita siempre que estén presentes los siguientes requisitos:

..... a) la existencia de un daí'ío cierto; b) la relación de causalidad entre el accionar del

Estado y el pCljuicio y, obviamente, c)la posibilidad de imputar jurídicamente esos

daños a la demandada (Fallos 312: 345, T. 12. XXII., TA. XXII. "Tejedtlría Magallanes

S.A. c/Administración Nacional de Aduanas", pronunciamiento del 19 de septiembre de

1989, cntre otros) ... " A los cuales añadió, " ... d) la necesaria verificación de la



existencia de un sacrificio especial y e) la ausencia de un deber jurídico a su cargo de

soportar el daño ... " (Fallos: 315: 1026).

Así, la Corte ha manitestado en el caso "Tejeduría Magallanes" que " ... cuando la

actividad lícita de la autoridad administrativa, aunque inspirada en propósitos de interés

colectivo, se constituye en causa eficiente de un peljuicio para los particulares -cuyo

derecho se sacrifica por aquel interés general- esos daños deben ser atendidos en el

campo de la responsabilidad del Estado por su obrar lícito ... ", criterio que completó con

el dictado del precedente "Columbia" cuando añade [a necesaria "verificación de un

sacrificio especial en el afectado, como así también la ausencia de un deber jurídico a su

cargo de soportar el daño" (con1'. Carlos F. l3albín en "Tratado de Derecho

Administrativo", Editorial La Ley, Tomo IV, pág. 334).

Al respecto, cabe señalar que el actor al momento de presentar su demanda y al

relcri rse a la conducta de la Administración manifestó: " ... en octubre de 1999 la

legislatura de la CABA sancionó la ley N° 261 por medio de la cual introdujo una

modificación al Código de Planeamiento Urbano, variando el Distrito de Zonificación

correspondiente al inmueble ele mi representada, el cual pasó de ser un distrito E3 a un

distrito U36, limitando, en consecuencia para el futuro, la capacidad constructiva de

dicho inmueble ... "(Is. 2 vta.). Modificaciones que fueron analizadas en el

pronunciamiento ele la o-quo en el cual sostuvo " ... de manera que con la nueva

7.onilicación se ha priorizado el interés general de un sector de la población de la ciudad

de Bucllos A ircs li'ente al interés particular ... ( ... ) ... en esas condiciones y no estando

discutido que el plano original no se adecua a la nueva zonificación, reconocer que la

actora pueda llevar a cabo la obra conforme fue registrada, importaría transgredir la

normativa urbanística vigente en peljuicio del interés de la comunidad, por lo que la

pretensión que esgrime no resulta procedente ... " (ver considerando 4° in .fine de la

sentencia a fs. 629/639 y vta.). Por otro laelo, con respecto a la aplicación de dicha ley

manifestó que: " ... por aplicación del artículo 3° del Código Civil se establece como

principio general que las leyes no tienen efectos retroactivos, principio que sólo puede

ser dejado de lado excepcionalmente si la propia ley establece la retroactividad de sus

disposiciones ... ", es decir que " ... los cambios posteriores no se le aplican, excepto que
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en la norma posterior expresamente se Imponga la aplicación de las nuevas reglas él

todos los casos anteriores, circunstancia que no se verifica en el caso ... ""(ver fs. 19).

En conclusión y tal como surge de lo expuesto, los presupuestos incorporados en

este ámbito de la responsabilidad del Estado fueron planteados en este pleito.

iv) Ahora bien, cIarilicado el esquema de responsabilidad estatal, cabe recorclm, _

en este contexto-, que el principio iuro l10vit curia faculta al juzgador a discurrir los

conllictos litigiosos y dirimirlos según el derecho vigente, calificando la r6alidad l{lctica

y subsumiéndola en las normas quc la rigen con prescindencia ele los rundamcntos

jurídicos que invoquen las partes (CS.JN V.49 XXXlX autos "Vcnturini, Omar

c/ANSES s/Prestaciones varias", ROR 5.6.20(7)

En efecto, la plataforma fáctica analizada en autos permite resolver sobre la base

de la responsabilidad por actividad lícita. Y ello es así, debido a que los hechos sobre

los que versa el litigio, sin pel:juicio del enfoque sobre el cual se hubiese realizado la

demanda, son los que efectivamente orientan el progreso de su acción.

[II-En estas condiciones es necesario analizar la petición del actor y dirimir si

existe a su ÜlVor derecho alguno a que se le reparen los perjuicios ocasionados por

modificaciones en la normativa aplicable al caso.

Desde este ámbito deberíamos analizar si la promulgación de la ley 261 (13.0, N"

824 del 22.11.1999) que desafecto de sus respectivos distritos ele zonilicación del

Código de Planteamiento Urbano al polígono delimitado por las calles Crisólogo

Larralde, Anc!onangui, Rogelio Yrurtia y Aizpurúa y afectó también al distrito de

zonilicación U36 Barrio Cornelio Saavedra, le generó algún perjuicio al actor

susceptible de ser reparado por el Estado.

Así, y de conformidad con lo expuesto en el voto que antecede, al momento del

dictado de la ley 261 la actara había presentado su proyecto de obra ante el Gobierno de

la Ciudad de Buenos Aires y había sido registrado con fecha 2,6.1999. Luego, eon fecha

13.9.1999, la pretendida consU-ucción fue suspendida a través de la resolución 127-SPU-

99, hasta tanto se determinara la validez legal de la documental presentada por la



empresa; SIn embargo, aunque dicho obstáculo fue superado (cone surge del expte

admin. 43404/99 -sumo 434/99- resolución de fs. 1 J 24/1126. Y expte. penal n° 6899

sentencia de fecha 11.7.2002). en atención a que los planos no se adecuaban a la

normativa vigente, el actor no pudo lograr dar inicio a su obra.

Ello es así, debido a que, tal como lo sefíaló la (/-{jllO. reconocer el derecho del

actor a llevar a cabo su proyecto, implicaría transgredir la normativa urbanística vigente,

en perjuicio de un interés común.

En síntesis, y soslayando cuestiones que no hacen a este análisis, con el dictado de

la ley 261 se realizaron modificaciones en el código de planeamiento urbano que

alectaron cl proyecto de obra que en su momento Urbana 21 había presentado y

oportunamente sc había registrado, en consecuencia, el cambio de la reglamentación le

generó pCljuicios al actor, que de ser acreditados, el Estado debería reparar.

IV - Clarificado ello, corresponde determinar cuál es el alcance del resarcimiento

en el presente caso que tiene relación causal con el acto estatal lícito.

i) En este punto. y de acuerdo a lo expuesto en los considerandos que anteceden,

entiendo CJue elebe hacerse lugar a la reparación de aquellos peljuicios ocasionados

directamente por la lTlodi11cación establecida en la ley 261; de conformidad con ello y

teniendo en cuenta lo solicitado por la actora en su demanda, los rubros que integran

esta indemnización, -siempre y cuando se encuentre debidamente acreditado el

menoscabo patrimonial-, son: a) gerenciamiento integral del proyecto; b) gastos y

honorarios de obra; c) gastos de administración correspondientes a este

cmprendimiento. y los asignables al proyecto en caso de que hayan sido necesarios e

indefectiblemente se encuentren vinculados con las conductas de la Administración.

A tal efecto debcrún deslindarse aquellos gastos propios de este proyecto.

teniendo en cuenta lo expuesto en el considerando IX elel voto que antecede.

ii) Con relación a los restantes rubros, relativos al lucro cesante, la Corte Suprema

ele Justicia ha sentado postulados contradictorios, por caso, en los antecedentes "Los

Pinos", "Cantón" y "Motor Once" sostuvo un concepto restrictivo, rechazando el
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reclamo del lucro cesante. A su vez, en otros - por ejemplo. ".luncalún" y

particularmcnte "El .lacal'andit"- tuvo un criterio amplio.

Sin perjuicio de entender que el Estado sólo debe indemnizar el daRo emergente y

no así el lucro cesante, cierto es que el Mitximo 'T'ribunal reconoció en sus Llitimos

preecdentes el resarcimiento del lucro, sin pCljuicio de ser cstricto en el anúlisis y

mérito ele las pruebas cuando aceptó el lucro cesante C0l110 rubro indemnizalorio.

Así las cosas, corresponde analizar la prueba pericial contable producida en <lutos.

Al respecto, el actor solicitó en su demanda que se lo indemnice por una pérdida

equivalente a $314.508,40 en concepto de "pérdida de chance" y un to[,11 de $SOS.6g0
I

por la pérdida de inversores y frustración del aumento de capital (ver punto J y punto 4

de su escrito de inicio fs. 27/30 y vta.). Respecto del primero de ellos. el perito contador

manílestó que de acucrdo a que el actor tomó conocimiento de 1:1 in1posibilid,ld dc

continuar con el proyecto en el mes de abril de 2004, cuantilicó este rubro. -de acuerdo

al criterio establecido por el accionante-, en $JJ6.g63,SI. En relación cOn la pérdida dc

inversores, y sin dejar de advertir que " ... Ia cuantil~cación de un res(i1tado que estú

sujeto a la evaluación de criterios que se fundan en cuestiones de índole ajena a la labor

de este perito .... ', el experto cuantilicó la petición del actor en $505.680 (ver !'s. 440
vta.)

Evidentemente, de los propios dichos del perito surge que para cieterminar el lucro

cesante reclamado se limitó a cuantilicar la valuación del rubro ele acuerdo a los

parúmetros fijados por el actor.

En verdad, la prueba aportada por el actor, es inelicaz para acreditar la existcnci,l

y cuantía del lucro.

En otros términos, para la determinación del lucro cesante pretendido, de acuerdo

al criterio sostenido por los precedentes mús arriba destacados. la aclara debió

identificar con claridad los motivos por los cuales cuantilicó tales rubros con

determinado procedimiento, es decir, los criterios sobre los cuales fundamenta los

montos solicitados en la demanda, y en el mismo sentido respecto de los daí'ios a la

Imagen de la empresa, considero que la información aportada al respecto por la

peticionante no restllta suliciente a los Iines de otorgar el beneficio solicitado.



b decir, debería haber identificado cuales fueron esas pérdidas de inversores a los

que hace mención en su petición, de donde surgen tales montos y toda aquella ganancia

de la que alude que se vio privada.

I~n suma, el actor no ha logrado probar la existencia del lucro cesante y en

consecuencia, no corresponde hacer lugar a su petición.

¡ii) En cuanto a la tasa de interés a aplicar a las sumas adeudadas, elebe

aplicarse,por los fundamentos allí expuestos, la doctrina plenaria de autos "Eiben,

Francisco el GeBA si empleo público (no cesantía ni exoneración), expte. EXP 30370/0

de fecha 31 de mayo de 2013, la cual establece que la tasa de interés aplicable será el

promedio que resulte ele las sumas líquidas que se obtengan de (i) la tasa activa cartera

general (préstamos) nominal anual vencida a 30 días del Banco de la Nación Argentina

y de (ii) la tasa pasiva promedio que publica el BCRA (comunicado 14.290).

iv) En conclusión, y de acuerdo a los parámetros expuestos, corresponde diferir

para la etapa de ejecución de sentencia la determinación de la medida del menoscabo

patrimoni,¡j sufrido por el actor, en donde deberá practicarse la debida liquidación de los

montos que corresponde abonarle de conformidad con los pautas establecidas en el

apartado i) de este acópite.

v - En cuanto a la imposición de las costas, en atención a la forma en la que se

resuelve la cuestión, considero que las mismas deben ser impuestas por sus respectivos

vencimienlos (mI. 6S e1elCCAyT).

VI- L~nconclusión y de acuerdo a lo manilestado en el considerando I de este

decisorio, voto por: i) hacer lugar, parcialmente al recurso de apelación interpucsto por

la aclora de conl'ormidad con lo cxpuesto en el considerando VII del volo preopinante. y

cn consecuencia, rcvocar la sentencia en este sentido, ii) modilicarla, en lo referente al

rechazo de la prelensión indcmnizatoria, en los términos expuestos en los considenllldos

1I y 111;Y en consecuencia, remitir las actuaciones a la instancia de origen a los [ines de



Poder Judicial de la Ciudad de Buellos Aires
hIero Contcnciw;o Adl1linistrarivo y'l'ributario

, . "¿()f.¡, ,/1111 ¡{•• IIIS '''11'11,1' ,"'g('"lill(/.I' '

practicar la liquidación pcrtinente~ y iii) Imponer las costas por sus respectivos

vencimientos (art. 65 del ('('Ay!'),

!\ la cuestión plantcada, la jucza Fabi,lIla 11. Schafrik de Nui'iel. ,Idhierc al voto de

la ,juCl.<lMariana Díal.

¡':n mérito a las consideraciones vertidas, jurisprudencia citada y nornws legales

aplicables al caso, el 'fribunal RESUI~:I,VE: rec!la/,ar el rccurso de apcLlción interpuesto

por la parte aelora, con costas por resultar sustancialmcnte vencida (arL 62 del CC/\yl),

Regístrese. Noti l'íquese, Oportunamente devuélvasc.

Cámara Contenciosa Adm. y Tributaria
Ciudad Autónoma de Bs. AS.~SALA 1
Registradoen el Libro de.~~}.0.~.~~;1:-;,::>
....~~':'t ...bajo el NO ••••••••• 'j~ ....
FOllo..... 1.9..del Tomo .... d ....Conste.

SILVANA M. PASTaRE
Prosecretaria Letrada de Cámara


